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Bogotá, 8 de septiembre de 2022 

 

Doctora 

CATALINA GUERRERO ROSAS 

JUEZ QUINCE DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Ciudad. 

Ref: Recurso de reposición y en subsidio apelación contra proveído 

del 6 de julio de los cursantes, rad. 9236 seguido contra YANETH 

ADRIANA ANAYA GAMBOA. 

 

Respetada Doctora. 

 

 

Reciba un cordial saludo. A través de la presente interpongo el RECURSO 

DE REPOSICIÓN y subsidiariamente el de APELACIÓN contra el auto de la 

referencia dictado por su despacho y notificado al suscrito el día de hoy, mediante 

el cual se negó a la sentenciada la libertad condicional. 

 

 

DECISIÓN RECURRIDA 

 

En la providencia impugnada, el despacho denegó el subrogado referido con 

fundamento en la “valoración de la conducta punible” a la que hace referencia el 

artículo 64 del Código Penal. En concreto, según se indicó lo siguiente:  

 

“Al respecto, se debe reseñar que si bien la penada ha cumplido algo más de 

las 3/5 partes de la pena impuesta, ha observado un adecuado comportamiento en 

reclusión y, según la cartilla biográfica, realizó redención de pena; lo cierto es que 

al ponderar tal circunstancia con la entidad de la conducta punible por la que fue 

condenada, la cual quedó evidenciada en el parágrafo precedente, surge 

incontrastable la necesaria continuidad del cumplimiento de la pena intramural, en 

orden a que se viabilicen sus fines y la penada interiorice el respeto a los valores 

sociales que transgredió. 

 

Lo anterior, por cuanto si bien en el presente caso la condenada se allanó a 

los cargos en su primera salida procesal, lo que le generó beneficios como quiera 

que se le otorgó una rebaja de pena del 50% y se fijó la misma en 81 meses de 

prisión, multa de 393 SMLMV e inhabilitación para el ejercicio de derechos y 

funciones públicas por 2 años y 11 meses; lo cierto es que las conductas de estafa 

agravada, obtención de documento público falso, falsedad en documento privado, 

uso de documento falso en concurso homogéneo y fraude procesal (Arts. 246-267 

numeral 1°, 288, 289, 291 y 453 del C.P.), por sí mismas ostenta un gran reproche 
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dentro de la sociedad y atentan contra bienes jurídicos de alta relevancia como la 

fe pública, el patrimonio económico y la eficaz y recta impartición de justicia. 

 

De igual modo es importante hacer hincapié en que los hechos por los cuales 

la penada fue sentenciada resultan altamente graves, habida consideración que la 

sentenciada, en acuerdo con terceros, cometió una serie de delitos altamente 

reprochables para su fin, que no era otro que obtener un lucro ilícito con detrimento 

del patrimonio de la víctima. Para el efecto, póngase de relieve que la sentenciada 

se hizo pasar por otra persona en 2 oportunidad utilizando una cédula falsa y firmó 

documentos suplantando a otra persona, para obtener de la víctima una cuantiosa 

suma de dinero ($ 120.000.000), a sabiendas que no era la propietaria del inmueble 

objeto del negocio jurídico y que le causaría un gran daño a quien puso en ella su 

confianza, por medio de engaños claramente premeditados. 

 

Adicionalmente firmó la promesa de compraventa y suscribió la escritura 

pública No. 3117, documento que incluso fue registrado en el folio de matrícula del 

inmueble que presuntamente iba a ser vendido por la dueña. 

 

También destáquese que la sentenciada no tuvo el menor remordimiento con 

la víctima a la cual afectó gravemente en su patrimonio, habida consideración que 

éste solamente se enteró del engaño hasta cuando fue a tomar posesión del 

inmueble y se percató que quien le vendió la propiedad no era la verdadera dueña. 

No se cuenta con indicio alguno de voluntad reparadora, al punto que a la fecha ni 

siquiera ha concluido el trámite de incidente de reparación integral, ni ha 

demostrado la accionante interés en resarcir los perjuicios ocasionados con el delito. 

 

Por otro lado, póngase de relieve que el actuar de la condenada llegó a tal 

punto que concurrió con otra persona para engañar al afectado. Por ese preciso 

motivo, fue que al momento de tasarse la pena se hizo valer la circunstancia de 

mayor punibilidad consagrada en el numeral 10° del artículo 58 del C.P., “Obrar en 

coparticipación criminal”, factor que además generó que no se partiera del mínimo 

de la pena sino que llevó a la juez a los cuartos medios del quantum punitivo, esto, 

sin dejar de lado que debido a la gran cantidad de delitos, se aumentó en gran 

medida la pena que finalmente se impuso. 

 

Es así como, la valoración de tales circunstancias, llevan a que se vislumbre 

aconsejable que la condenada permanezca en prisión domiciliaria, con miras a que 

su proceso de resocialización sea concluido de manera satisfactoria, dando paso al 

cumplimiento cabal de los fines de la sanción penal referidos a la prevención 

especial y reinserción social, que operan en la etapa de la ejecución de la pena.” 

 

 A la anterior conclusión arribó el despacho a partir de la transcripción y 

análisis de algunos apartes de la sentencia condenatoria. 
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MARCO JURIDICO APLICABLE 

 

Pues bien, de conformidad con la sentencia C – 757 de 2014, al realizar la 

“valoración de la conducta punible”, el juez de ejecución de penas y medidas de 

seguridad debe tener en cuenta “todas las circunstancias, elementos y 

consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas 

favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional”.  

 

Con la misma orientación argumentativa, la Sala de Casación Penal de la 

Corte Suprema de Justicia ha establecido las siguientes pautas frente a esta 

temática, así: 

 

“i) No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional 

la alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos 

protegidos por el Derecho Penal, pues ello solo es compatible con 

prohibiciones expresas frente a ciertos delitos, como sucede con el artículo 

68 A del Código Penal.  
 

En este sentido, la valoración no puede hacerse, tampoco, con base en 

criterios morales para determinar la gravedad del delito, pues la explicación 

de las distintas pautas que informan las decisiones de los jueces no puede 

hallarse en las diferentes visiones de los valores morales, sino en los 

principios constitucionales;  
 

ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo una de las facetas de la 

conducta punible, como también lo son las circunstancias de mayor y de 

menor punibilidad, los agravantes y los atenuantes, entre otras. Por lo que el 

juez de ejecución de penas debe valorar, por igual, todas y cada una de 

éstas;  

 

iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado por 

el juez que profiere la sentencia condenatoria, éste es solo uno de los 

distintos factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas 

para decidir sobre la libertad condicional, pues este dato debe armonizarse 

con el comportamiento del procesado en prisión y los demás elementos útiles 

que permitan analizar la necesidad de continuar con la ejecución de la pena 

privativa de la libertad, como bien lo es, por ejemplo, la participación del 

condenado en las actividades programadas en la estrategia de readaptación 

social en el proceso de resocialización.  

 

Por tanto, la sola alusión a una de las facetas de la conducta punible, esto 

es, en el caso concreto, solo al bien jurídico, no puede tenerse, bajo ninguna 

circunstancia, como motivación suficiente para negar la concesión del 

subrogado penal.  

 

Esto, por supuesto, no significa que el juez de ejecución de penas no pueda 

referirse a la lesividad de la conducta punible para valorarla, sino que no 

puede quedarse allí. Debe, por el contrario, realizar el análisis completo.  
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iv) El cumplimiento de esta carga motivacional también es importante para 

garantizar la igualdad y la seguridad jurídica, pues supone la evaluación de 

cada situación en detalle y justifica, en cada caso, el tratamiento diferenciado 

al que pueda llegar el juez de ejecución de penas para cada condenado”. 

(CSJ STP, 19 Nov 2019, Rad. 683.606). 

 

De otro lado, han de recordarse los fines del tratamiento penitenciario, que al 

tenor del artículo 10 del Código Penitenciario y Carcelario, se traducen en la 

verdadera resocialización o reinserción social del sentenciado. 

 

Sobre este tópico es necesario traer a colación la reciente decisión de la Sala 

de Casación de la Corte Suprema de Justicia, AP2977-2022 del 12 de julio de 2022, 

M.P. Fernando León Bolaños Palacios, en cuyos apartes indicó: 

 

“Así las cosas, bien puede afirmarse que, la finalidad de la previsión 

contenida en el artículo 64 del Código Penal con sus respectivas modificaciones, no 

es otra, que relevar al condenado del cumplimiento de una porción de la pena que 

le hubiere sido impuesta, cuando el concreto examen del tiempo que ha 

permanecido privado de la libertad, de sus características individuales y la 

comprobación objetiva de su comportamiento en prisión o en su residencia, 

permiten concluir que en su caso resulta innecesario continuar con la ejecución de 

la sanción. 

28. 

 

Esta Sala, en la sentencia de tutela STP158062019, Radicado 683606, se 

refirió a los fines que debe perseguir la pena; de la siguiente manera: 

 

(...) la pena no ha sido pensada únicamente para lograr que la sociedad y la 

víctima castiguen al condenado y que con ello vean sus derechos restituidos, sino 

que responde a la finalidad constitucional de la resocialización como garantía de la 

dignidad humana. 

 

(...) 

 

Así, se tiene que: i) en la fase previa a la comisión del delito prima la 

intimidación de la norma, es decir la motivación al ciudadano, mediante la amenaza 

de la ley, para que se abstenga de desplegar conductas que pongan en riesgo 

bienes jurídicos protegidos por el Derecho Penal; ii) en la fase de imposición y 

medición judicial debe tenerse en cuenta la culpabilidad y los derechos del 

inculpado, sin olvidar que sirve a la confirmación de la seriedad de la amenaza penal 

y a la intimidación individual; y iii) en la fase de ejecución de la pena, ésta debe 

guiarse por las ideas de resocialización y reinserción sociales. 

 

Con fundamento en ello, la misma corporación concluyó que: 
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i)No puede tenerse como razón suficiente para negar la libertad condicional 

la alusión a la lesividad de la conducta punible frente a los bienes jurídicos 

protegidos por el Derecho Penal (...) ii) La alusión al bien jurídico afectado es solo 

una de las facetas de la conducta punible, como también lo son las circunstancias 

de mayor y de menor punibilidad, los agravantes y los atenuantes, entre otras. Por 

lo que el juez de ejecución de penas debe valorar, por igual, todas y cada una de 

éstas; iii) Contemplada la conducta punible en su integridad, según lo declarado por 

el juez que profiere la sentencia condenatoria, éste es solo uno de los distintos 

factores que debe tener en cuenta el juez de ejecución de penas. 

 

Lo anterior, está indicando que el solo análisis de la modalidad o gravedad 

de la conducta punible no puede tenerse como motivación suficiente para negar la 

concesión del subrogado penal, como pareció entenderlo el A quo, al asegurar que 

«no se puede pregonar la procedencia del beneficio denominado Libertad 

Condicional, pues ese pronóstico sigue siéndole desfavorable, en atención a la 

valoración de la conducta, circunstancia que no cambiará, (...) su comportamiento 

delictivo nació grave y no pierde sus características con ocasión del proceso de 

resocialización y rehabilitación dentro del tratamiento penitenciario». 

 

Por el contrario, se ha de entender que tal examen debe afrontarse de cara 

a la necesidad de cumplir una sanción ya impuesta, por lo que no se trata de un 

mero y aislado examen de la gravedad de la conducta, sino de un estudio de la 

personalidad actual y los antecedentes de todo orden del sentenciado, para de esta 

forma evaluar su proceso de readaptación social; por lo que en la apreciación de 

estos factores debe conjugarse el «impacto social que genera la comisión del delito 

bajo la égida de los fines de la pena, los cuales, para estos efectos, son 

complementarios, no excluyentes».” 

 

En el mismo sentido, está la providencia AP 3348/2022 del 27 de Julio de 

2022 M.P. Fabio Ospitia Garzón, proferida por la Sala de Casación Penal de la Corte 

Suprema de Justicia, de cual surge pertinente extraer los siguientes argumentos en 

lo que tocan al caso sub judice: 

 

“El análisis que adelanta el juez de ejecución de penas a la hora de resolver 

una solicitud de libertad condicional apunta a una finalidad específica: establecer la 

necesidad de continuar el tratamiento penitenciario, a partir del comportamiento 

carcelario del condenado. 

 

(...) La Corte ha de reiterar que cuando el legislador penal de 2014 modificó 

la exigencia de valoración de la gravedad de la conducta punible por la valoración 

de la conducta, acentuó el fin resocializador de la pena, que en esencia apunta a 

que el reo tenga la posibilidad cierta de recuperar su libertad y reintegrarse al tejido 

social antes del cumplimiento total de la sanción. 

 

En suma, no es el camino interpretativo correcto, asociar que la sola 

gravedad de la conducta es suficiente para negar el subrogado de la libertad 

condicional. Ello sería tanto como asimilar la pena a un oprobioso castigo, ofensa o 



 
 
 

 

Procuraduría 369 Judicial I Penal de Bogotá 
Carrera 10 No. 16-82, piso 6. Teléfono 5878750 Ext. 14609 

expiación o dotarla de un sentido de retaliación social que, en contravía del respeto 

por la dignidad humana, cosifica al individuo que purga sus faltas y con desprecio 

anula sus derechos fundamentales. (...)” 

 

MOTIVOS DE INCONFORMIDAD  

 

Los anteriores derroteros permiten colegir sin hesitación alguna, que al 

momento de analizar el sustituto de la libertad condicional debe tenerse en cuenta 

las condiciones y circunstancias que han rodeado el tratamiento penitenciario del 

reo, para así establecer si ha alcanzado el fin resocializador que lleva implícita la 

pena, para determinar si está o no preparado para la vida en libertad, siendo 

respetuoso de las normas que rigen la convivencia y el orden social. 

 

La pena tiene una finalidad constitucional relevante en materia de 

resocialización del condenado, por lo que el sistema carcelario y penitenciario tiene 

la obligación de alcanzar este objetivo; por su parte, los sustitutos y subrogados 

penales son beneficios que aportan al proceso de resocialización del interno, pues 

les permite la aplicación de penas alternativas o sustitutivas a la prisión y además, 

humanizan el proceso de ejecución de la condena. 

 

Es así como en criterio del Ministerio Público, del aparte transcrito del fallo 

condenatorio no puede deducirse una consideración de especial gravedad respecto 

de las acciones realizadas por la procesada, sino la simple constatación de que 

éstas son constitutivas del delito objeto de imputación, por haberse reunido los 

requisitos de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. 

 

Contrario sensu y descendiendo al análisis del tratamiento penitenciario, el 

mismo despacho acepta que el mismo ha sido adecuado en la medida que la 

penada ha cumplido algo más de las 3/5 partes de la pena impuesta, ha observado 

un buen comportamiento en reclusión y según la cartilla biográfica, realizó redención 

de pena y se evidencian visitas domiciliarias con anotaciones positivas, siendo la 

última el 13 de noviembre de 2020.  

 

El anterior análisis del tratamiento penitenciario de la condenada en principio 

tornaría procedente la concesión del subrogado de la libertad condicional, salvo por 

el informe de visita fallida que se reporta para el pasado 2 de febrero del año en 

curso, en virtud del cual el despacho dispuso correr el traslado del artículo 477 del 

C.P.P., por lo cual se encuentra pendiente de verificar la situación presentada-. 

 

Es por todo lo anterior que respetuosamente le solicito que REPONGA el 

auto impugnado y en su lugar se proceda a un nuevo análisis de la viabilidad de la 

libertad condicional, donde no se haga solo análisis o referencia a la gravedad de la 

conducta sino que se enfoque en el tratamiento penitenciario de la condenada, pero 

por supuesto, condicionándola a las resultas de la verificación de la visita fallida del 

2 de febrero del año en curso, para que en el evento en que la misma se encuentre 

justificada se arribe a la conclusión de que el tratamiento de YANETH ADRIANA 

ANAYA GAMBOA ha sido positivo en su totalidad y en consecuencia, se le otorgue 
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el subrogado pretendido. En caso de no compartirse los anteriores planteamientos, 

solicito que subsidiariamente, conceda el recurso de APELACIÓN ante el superior 

funcional. 

 

Cordialmente, 

                          
 

 


